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archivos municipales o en la documentación que exista en
el establecimiento precisamente para la comprobación en las
inspecciones que se produzcan. Y si esos datos no son correc-
tos o actuales, debe el imputado hacer valer el error o la modi-
ficación de un modo que deje constancia de ello, pero no
cabe asumirlo mediante una posible y genérica negación de
la titularidad, sin más, porque mientras esos datos consten
como reales en los archivos administrativos, la propia Admi-
nistración no puede más que tenerlos por válidos.

I V

Con respecto a la responsabilidad del imputado por la
infracción administrativa constatada, baste expresar que para
que exista infracción administrativa, en cuanto acción típi-
camente antijurídica, no es necesario que junto a la volun-
tariedad del resultado se dé el elemento del dolo o la culpa,
sino que dichas conexiones psicológicas únicamente habrán
de tenerse en cuenta como elemento modal o de graduación
de la sanción administrativa y así se expresa la sentencia del
Tribunal Supremo de 22 de febrero de 1992, cuando dice:
“En todo acto sancionador se requiere, para ser conforme a
Derecho, que en la conducta del sujeto pasivo se den los
elementos esenciales para que sea sancionable, siendo uno
de estos elementos, en aplicación de la teoría del delito, la
culpabilidad dolosa o culposa desplegada por el sujeto que
sea contraria a la norma y antijurídica, para efectuar correc-
tamente el reproche administrativo”. En igual sentido se expre-
sa la sentencia del mismo Tribunal de 5 de diciembre de
1987. Igualmente, la sentencia del Tribunal Constitucional
de 28 de abril de 1990, número 76/90, aunque referida al
procedimiento sancionador en materia tributaria, mantiene que
en materia de infracciones administrativas “sigue rigiendo el
principio de culpabilidad (por dolo, culpa o negligencia grave
y culpa o negligencia leve o simple negligencia)”.

En consecuencia, vistos la Ley Orgánica 1/1992, de 21
de febrero, sobre Protección de la Seguridad Ciudadana; el
Real Decreto 2816/82, de 27 de agosto, por el que se aprueba
el Reglamento general de policía de espectáculos públicos y
actividades recreativas; la Orden de 14 de mayo de 1987
por la que se determinan los horarios de cierre de espectáculos
y establecimientos públicos, así como las demás normas de
especial y general aplicación, resuelvo desestimar el recurso
interpuesto, confirmando la Resolución recurrida.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa. El Secretario General Técnico, P.D. (Orden
11.12.98). Fdo.: Rafael Cantueso Burguillos».

Sevilla, 7 de diciembre de 1999.- El Secretario General
Técnico, Rafael Cantueso Burguillos.

RESOLUCION de 7 de diciembre 1999, de la
Secretaría General Técnica, por la que se notifica la
adoptada por la Consejera por la que se adopta la
decisión de no suspender la ejecución solicitada por
don Juan Antonio Bravo Ramírez contra la Resolución
que se cita, recaída en el expediente por el que se
revocaba a la empresa Recreativos Ragaro, SL, su auto-
rización de instalación para un determinado esta-
blecimiento.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de

las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente don Antonio Bravo Ramírez contra la Resolución
del Ilmo. Sr. Delegado del Gobierno de la Junta de Andalucía
en Málaga, por la presente se procede a hacer pública la
misma, al no haberse podido practicar en su domicilio, repro-
duciéndose a continuación el texto íntegro:

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación y
Recursos de esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva,
4, Sevilla), pudiendo acceder al mismo previa acreditación
de su identidad.

«En la ciudad de Sevilla, a dieciséis de noviembre de
mil novecientos noventa y nueve.

Al parecer, ya que no se dispone del expediente, por Reso-
lución del Ilmo. Sr. Delegado del Gobierno de la Junta de
Andalucía en Málaga de fecha 5 de abril de 1999, se revocó
a la empresa operadora «Recreativos Ragaro, S.L.» su auto-
rización de instalación de fecha 16.11.1998, amparada en
la autorización de explotación MA004735, para el estable-
cimiento cuya titularidad corresponde al recurrente.

El artículo 111.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común, dispone que “(...)el
órgano a quien competa resolver el recurso, previa ponderación
suficientemente razonada, entre el perjuicio que causaría al
interés público o a terceros la suspensión y el perjuicio que
se causa al recurrente como consecuencia de la eficacia inme-
diata del acto recurrido, podrá suspender, de oficio o a solicitud
del recurrente, la ejecución del acto cuando concurra alguna
de las siguientes circunstancias:

a) Que la ejecución pudiera causar perjuicios de imposible
o difícil reparación.

b) Que la impugnación se fundamente en alguna de las
causas de nulidad de pleno derecho previstas en el art. 62.1
de esta Ley.”

De acuerdo con la doctrina mantenida por el Tribunal
Supremo en auto de 30 de mayo de 1995 (Ar. 4043), recor-
dando la jurisprudencia consolidada al respecto, “(...) la sus-
pensión del acto administrativo o disposición de carácter gene-
ral es factible concederse por el Tribunal a instancias del actor
(...). Sin embargo, esta concesión tan sólo puede ser otorgada
cuando la ejecución hubiese de producir daños o perjuicios
de reparación imposible o difícil, circunstancia que ha de acre-
ditar, suficientemente, el instante de la suspensión, conforme
al artículo 1214 del Código Civil, facilitando al Tribunal, siquie-
ra sea indiciariamente, los elementos, fundamentos y circuns-
tancias de los que se deriven los perjuicios que se dicen de
imposible o difícil reparación para que dicho Tribunal pueda
hacer uso de la expresada facultad suspensativa, por ser la
suspensión una excepción al principio general de la ejecu-
tividad de los actos administrativos desde que se dictan (...)”.

Ante la ausencia de las circunstancias requeridas (la falta
de ingreso puede ser eliminada permitiendo y exigiendo a Jue-
gomatic la instalación de la máquina y los gastos de la auto-
rización no corresponden al titular del establecimiento), debe
aplicarse la regla general de inmediata ejecutoriedad de los
actos administrativos (art. 111.1).

Este pronunciamiento no supone la consideración al
recurrente como interesado, cuestión a tratar en la posterior
resolución del recurso, sino que obedece a la brevedad del
tiempo que señala el apartado tercero del citado 111 para
expresar nuestro parecer sobre la cuestión de la suspensión.

En base a lo anterior, resuelvo no suspender el acto
recurrido.
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Contra la presente Resolución no cabe recurso alguno
a tenor del artículo 107.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviem-
bre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas
y del Procedimiento Administrativo Común. El Secretario Gene-
ral Técnico, P.D. (Orden 11.12.98). Fdo.: Rafael Cantueso
Burguillos».

Sevilla, 7 de diciembre de 1999.- El Secretario General
Técnico, Rafael Cantueso Burguillos.

RESOLUCION de 9 de diciembre de 1999, de
la Secretaría General Técnica, por la que se notifica
la adoptada por la Consejera resolviendo el recurso
ordinario interpuesto por don Ernesto Fernández
Muñoz, en representación de Eryma, SL, contra la
Resolución que se cita, recaída en el expediente san-
cionador AL-59/97-M.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente, don Ernesto Fernández Muñoz, en representación
de «Eryma, S.L.», contra la Resolución del Ilmo. Sr. Delegado
del Gobierno de la Junta de Andalucía en Almería, por la
presente se procede a hacer pública la misma, al no haberse
podido practicar en su domicilio, reproduciéndose a continua-
ción el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación y
Recursos de esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4,
Sevilla), pudiendo acceder al mismo previa acreditación de
su identidad.

«En la ciudad de Sevilla, a cuatro de octubre de mil nove-
cientos noventa y nueve.

Visto el recurso interpuesto y en base a los siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. Con fecha 28 de octubre de 1997 fue formulada
acta de constatación de hechos por Inspectores de Juego y
Apuestas contra la entidad “Automáticos Eryma, S.L.”, respecto
al establecimiento denominado Pub “Tal como suena” de
Almería, por encontrarse instalada y en funcionamiento la
máquina recreativa tipo A, modelo Silver-Ball, SN-2357, serie
AN-61797, careciendo del correspondiente documento de
matrícula, de autorización de explotación y sin comunicar pre-
viamente a la Delegación del Gobierno de la Junta de Andalucía
el cambio de instalación de la máquina.

Segundo. Tramitado el procedimiento en la forma legal-
mente prevista, el día 25 de marzo de 1998 se dicta Resolución
por la que se imponía una sanción consistente en multa de
150.000 ptas. por la comisión de una infracción administrativa
a lo dispuesto en el artículo 29.1 de la Ley 2/1986, de 19
de abril, del Juego y Apuestas de la Comunidad Autónoma
de Andalucía, así como de lo estipulado en los artículos 23,
26, 43.2 y 53.1 del Reglamento de máquinas recreativas
y de azar.

Tercero. Notificada oportunamente la Resolución, el inte-
resado interpone recurso ordinario cuyas argumentaciones se
dan por reproducidas, al constar en el correspondiente expe-
diente administrativo.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

A tenor de lo dispuesto en el artículo 39.8 de la Ley
6/1983, de 21 de julio, del Gobierno y de la Administración
de la Comunidad Autónoma de Andalucía, resulta competente
para la resolución del presente recurso la Excma. Sra. Con-
sejera de Gobernación y Justicia.

I I

El artículo 4.1.c) de la Ley 2/86, de 19 de abril, comienza
por disponer que “requerirán autorización administrativa pre-
via, en los términos que reglamentariamente se determinen,
la organización, práctica y desarrollo de los (...) juegos (...)
que se practiquen mediante máquinas de juego puramente
recreativas, las recreativas con premio y las de azar”, y del
mismo modo, el art. 7 establece que “la realización de todas
las actividades necesarias para la práctica de los juegos per-
mitidos a que se refiere esta Ley requerirá la correspondiente
autorización administrativa”.

De acuerdo con esta remisión al reglamento, realizada
por la Ley específicamente en estos artículos y de forma general
en su disposición adicional segunda, el artículo 28, apartado 4,
del Decreto 491/1996, de 19 de noviembre, por el que se
aprueba el Reglamento de Máquinas Recreativas y de Azar
establece que “Sólo cuando haya sido diligenciada y entregada
la anterior documentación (ejemplar de matrícula, boletín de
instalación y ejemplar de guía de circulación), podrá válida-
mente explotarse la máquina en los locales a los que se refiere
el artículo 48 del presente Reglamento”.

Asimismo, los artículos 21 y 23 del citado Reglamento,
exigen el requisito de contar con un documento denominado
matrícula, el cual constituye el documento oficial acreditativo
del otorgamiento de la autorización de explotación de la
máquina.

De lo contenido en el procedimiento sancionador recurri-
do, se desprende que se han infringido las obligaciones legales
referidas, sin que se hayan desvirtuado los hechos que lo
originaron.

I I I

Ha quedado acreditado el hecho considerado como pro-
bado en la propuesta de resolución, cual es mantener la máqui-
na a que se refiere el procedimiento sancionador de referencia,
instalada y en funcionamiento careciendo de la correspon-
diente documentación. Y las circunstancias concretas del caso
pueden servir para realizar una valoración ponderada de la
sanción a imponer, graduando la debida adecuación entre
la gravedad del hecho constitutivo de la infracción y la sanción
aplicada, como así se requiere en el artículo 131.3 de la
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, y en el artículo 55.2 del Reglamento de Máqui-
nas Recreativas y de Azar, aprobado por Decreto 491/1996,
de 19 de noviembre, lo que no pueden conducir es a la exen-
ción de la responsabilidad por la infracción administrativa
cometida.

Por lo expuesto, al considerar lo estipulado en el aparta-
do b) del citado artículo 55.2 del Reglamento de máquinas
recreativas y de azar, que cuantifica el límite máximo de san-
ción, en infracciones graves de máquinas de tipo A, en
200.000 pesetas, procede disminuir la sanción impuesta en
el importe de 100.001 pesetas, que es, a su vez, el importe
mínimo de multa de las infracciones graves, conforme el artí-
culo 31.1 de la Ley 2/1986, de 19 de abril, del Juego y
Apuestas de la Comunidad Autónoma de Andalucía.


